Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 16:05). 


—Es un gusto para nuestra comisión recibir a una delegación de la Asociación de Escribanos 
del Uruguay integrada por las escribanas Lydia López, Alicia Cauteruccio, Claudia Olano y Rossana 
Tortorella. Por supuesto que es muy bienvenida la presencia de la delegación a los efectos de seguir 
trabajando, como lo está haciendo esta comisión desde hace algunas semanas, en el estudio del 
proyecto de ley: «Lavado de Activos. Actualización de la normativa vigente». 


SEÑORA CAUTERUCCIO.- En primer lugar, quiero agradecer a este cuerpo del Senado que haya 
tenido el bien de invitar a la Asociación de Escribanos para poder intercambiar ideas sobre este 
proyecto de ley que, obviamente, es muy importante porque nos compete en el ejercicio de nuestra 
profesión e implica para nosotros un cambio muy importante. Si bien sabemos que esto no ocurre solo 
a nivel nacional sino también mundial, ha cambiado la forma de encarar nuestra profesión, por lo que 
esta instancia de intercambio es fundamental para nosotros. 


SEÑORA LÓPEZ.- Sabemos que los tiempos de las comisiones son acotados por lo que vamos a 
centrarnos en lo concreto. 


En realidad, entendemos que nadie quiere ser sujeto obligado en esta ley; obviamente, nadie 
puede querer serlo, pero las realidades de las recomendaciones internacionales si bien marcan soft 
law y no hard law, de alguna manera son impulsos que se imponen a nivel internacional. La enorme 
mayoría de los notariados del mundo están dentro de este sistema, pero eso no quiere decir que 
nosotros aceptemos contentos lo que nos toca. Lo que sí queremos es situar este proyecto de ley 
porque hace muchos años que somos sujetos obligados, e incluso estamos en una posición distinta a 
la de los contadores que recién ingresan en esa calidad y están librando otra lucha. En muchas 
oportunidades hemos hablando con todas las autoridades, incluso a nivel internacional, y nos han 
dicho que esto llegó con un impulso que cada vez va a más. Entendemos perfectamente todo el 
sistema internacional, la presión del GAFI, pero dentro de lo que es el ordenamiento jurídico nacional y 
el marco de cada profesión, la idea es tratar de hacer algún aporte para que no se produzca tampoco 
el fenómeno de risking, —algo que se da a nivel del sistema financiero y no financiero— que determina 
que de tantos controles que hacemos terminamos por no actuar por el temor que produce el riesgo. En 
realidad, esto tampoco es querido por los organismos internacionales, e incluso se plantean políticas 
para que no se lleve a tanto, es decir que la obsesión por el cumplimiento termine creando un sistema 
paralelo que va por fuera de lo jurídico. Aclaro que los escribanos de ninguna manera queremos eso y, 
obviamente, menos lo desean ustedes que representan al Poder Legislativo. 


Entonces nosotros, como organización y como supervisores, debemos adaptarnos al marco 
de esta ley de 1.” de enero de 2016. No se nos cambia de supervisor, ya que sigue siendo Senaclaft, y 
quien recibe los reportes es la Unidad de Información y Análisis Financiero. En nuestro caso, se 
agregan las promesas de compraventa y las cesiones de promesa, aspecto que había sido anunciado 
por Carlos Díaz en muchas oportunidades. En realidad, en un primer momento, esta legislación tomaba 
la de otros países, pero la promesa de compraventa y la cesión de promesa de compraventa son 
contratos típicos uruguayos que no existen en otras legislaciones, por lo que no se tenía en cuenta. El 
problema que se le genera al supervisor es cuando se integra el precio y voy a dar el siguiente ejemplo 
para que quede más claro: una promesa de compraventa que se realiza en el año 2000 con integración 
total del precio, si se escritura en el 2017, cuando tengo que analizar fondos obviamente me es 
absolutamente imposible hacerlo. Es por esa situación que se incluye la promesa de compraventa, 
porque entonces si hago hoy una promesa compraventa ya voy a tener que controlar el flujo de fondos; 
la lógica jurídica así lo indica. Por tanto, en realidad esta era una crónica anunciada y así la tomamos. 


El secreto profesional es otro de los temas que se ha cuestionado mucho y al que nos 
opusimos en su momento cuando se nos incluyó como sujetos obligados. La presidenta de la 
asociación en varias oportunidades ha dicho que el secreto profesional no es del profesional, sino que 
es un beneficio del cliente, criterio que obviamente compartimos. También a nivel jurisprudencial — 
nobleza obliga decirlo-, sobre todo en notariados que han presentado varios tipos de recursos en 
contra de la ley de sujetos obligados, se ha entendido que el bien jurídico tutelado es superior por lo 
que el derecho de reserva está relevado, pero ese secreto en realidad solo está relevado para estas 
autoridades, que son la Senaclaft y la UIAF. Más allá de lo que consideremos filosóficamente, de 
acuerdo a lo que establece la legislación hoy para nosotros es importante que quede claro que 
consideramos que ese secreto debe ser lo más protegido posible y que nosotros al revelarlo tenemos 
una protección legal y no vamos a ser sujetos de ningún tipo de juicio en relación con nuestros clientes 
y en contra nuestra. El artículo 12, que se agrega en esta ley —que los contadores también lo señalan 
como una buena apreciación de la ley—-, dice que: «Los sujetos obligados mencionados en los 
numerales lll) y 1X) del presente artículo, no estarán alcanzados por la obligación de reportar 
transacciones inusuales o sospechosas con respecto a la información que reciban de uno de sus 
clientes o a través de uno de sus clientes, para verificar el estatus legal de su cliente o en el marco del 
ejercicio del derecho de defensa en asuntos judiciales, administrativos, arbitrales o de mediación». Si 
bien no es muy clara la norma, sí hay una excepción a la obligación de reportar, lo cual no es menor. 


En lo que sí quiero hacer hincapié porque advertimos un problema, es en el comienzo del 
artículo 12 cuando habla de sujetos obligados no financieros y de las generalidades. Allí se nos 
menciona en el numeral 1Il), cuando dice: «Los escribanos y en general, cualquier persona física o 
jurídica, cuando participen en el asesoramiento o la realización, de las siguientes operaciones para sus 
clientes:», y después se mencionan esas operaciones. Ahí sí se abre una brecha que es complicada, 
que es la del asesoramiento. En realidad, nosotros hemos interpretado —también las autoridades y 
cuando está la legislación vigente así se ha tratado— que hablamos de sujeto obligado escribano como 
el sujeto que autoriza el acto o con el que se pretendía autorizar el acto y por determinada 
circunstancia no lo autoriza. En esta situación, cuando hablamos de que participen en el 
asesoramiento, estamos poniendo como sujetos obligados a cualquiera —en nuestro caso sería el 
escribano que es por quienes podemos hablar— que esté participando en la operación. En lo personal, 
entiendo que ni siquiera fue la intención del Poder Ejecutivo establecerlo así; lo que se buscaba era 
que cualquier otro sujeto que no fuera escribano y estuviera involucrado, por ejemplo, en el 
asesoramiento de compraventa de bienes inmuebles, estuviera o fuera sujeto obligado, pero no que 
todos los escribanos que participen, uno por cada parte, tengan que hacer toda la diligencia y sean 
posibles reportantes. Entendemos que eso no fue lo que se quiso. El punto es que como está 
redactado así quedamos incluidos todos los escribanos, tanto el que autoriza el acto como todos los 
demás, haciendo la diligencia por todos los sujetos, y con la posibilidad de reportar. Hay que tener 
presente que cuando la obligación es legal no hay chance, tanto para bien como para mal. Por lo tanto, 
entendemos que esto debería ser aclarado, de manera que el sujeto obligado escribano siga siendo el 
que autoriza el acto o el que tuvo la posibilidad o chance de hacer el acto. En realidad, el flujo de 
fondos que se está manejando es el del cliente que está realizando la compraventa, es decir del 
comprador y no del vendedor. Si bien nosotros chequeamos al vendedor, esto se hace mínimamente y 
por persona, pero no su flujo de fondos, sus ingresos, su profesión, oficio o actividad o la licitud de sus 
fondos. Entonces, al cambiar el sujeto obligado, de alguna manera estamos desvirtuando la intención 
misma de la norma, por lo cual nos parece que esto debería ser ajustado para que quede bien claro 
quién es el sujeto obligado en el caso del escribano. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—Ciertamente habría una superposición en una misma profesión porque yo como escribana 
debería preguntar al cliente del otro escribano de dónde saca sus fondos cuando en realidad yo estoy 
representando al comprador y es mi cliente el que está proveyendo los fondos. El cliente, en realidad, 
va a confiar en su escribano, quien va a tener una información privilegiada, razón por la cual los 
escribanos somos sujetos obligados. La persona va a confiar en el escribano diciéndole, por ejemplo, 
que quiere comprar determinado bien para su hijo y para eso va a donarle su dinero. 


SEÑOR AMORÍN.- Simplemente para ver si entendimos bien. 


Supongamos que se va a realizar una compraventa: hay un escribano de la parte vendedora y 
un escribano de la parte compradora. El escribano del vendedor naturalmente controla que la escritura 
esté bien hecha y el escribano del comprador conoce al comprador y sabe de dónde provienen los 
fondos. Entonces, lo que se pretende es que el escribano del vendedor que solamente va a ver si la 
escritura está bien hecha no tenga que controlar; por el contrario, el escribano del comprador que es el 
que conoce a su cliente tiene que averiguar de dónde vienen los fondos y es el obligado a hacer el 
reporte. 


SEÑORA LÓPEZ.- Que es el que autoriza el acto. 
SEÑOR AMORÍN.- Es el escribano del comprador el que hace la escritura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que guardemos cierto orden a los efectos de la versión taquigráfica 
que es muy importante a los efectos de examinarla, porque no solamente los legisladores somos 
quienes la leemos. Por lo tanto, me gustaría profundizar más en el numeral Il) por las aclaraciones que 
hacen los escribanos que son muy importantes. 


SEÑORA LÓPEZ.- En primer lugar, los escribanos tenemos la tarea de ser escribanos del negocio, no 
deberíamos ser escribanos de la parte, por lo cual ni siquiera debería existir un escribano por cada 
parte. Nuestro deber es dar forma jurídica a lo que las partes quieren, y que el negocio jurídico sea 
válido y eficaz. Por lo tanto, ni siquiera debería existir la idea de un escribano para uno y para otro, si 
bien en determinadas circunstancias el escribano que autoriza el acto puede contar con la presencia de 
un escribano de la otra parte para que controle la escritura que va a autorizar. 


Lo que nosotros queremos es tener el mismo estatus que hoy tenemos: que el escribano que 
autoriza el acto —o que tuvo la posibilidad de autorizarlo y se negó por determinadas circunstancias—, 
sea el obligado a reportar y a cumplir la diligencia; es decir, sea el sujeto obligado para los casos que 
están enumerados taxativamente que, como siempre digo, cuando hay enumeración taxativa no se 
aplica la analogía. 


Yendo a la razón de esto, lo que en algún momento se nos había comentado es de que fue a 
propósito de cómo involucrar a los demás participantes, no por el escribano, sino por cualquier sujeto 
de cualquier profesión u oficio que aconsejara a determinadas personas a hacer determinada 
operación. Lo que sucede que tal como está redactado en el ítem de escribanos, nosotros decimos que 
se necesita la aclaración e incluso puede ponerse en otro ítem; pero el escribano tiene que ser el que 
autoriza el acto, el mismo que hoy es sujeto obligado. 


SEÑOR PINTADO.- Antes que nada pido disculpas por haber llegado tarde. 


Me gustaría saber si las señoras escribanas trajeron algún texto alternativo porque sería más 
fácil para trabajar. Una cosa es leer la versión taquigráfica e interpretar el planteo realizado y, en el 
caso que estemos de acuerdo, tendremos que redactar algo que quizás no refleje lo que ustedes 
plantean. Esto no significa que se vaya a aprobar o a denegar ese texto alternativo, sino que lo que 
pretendemos es hacer un análisis con mayor eficacia. 


SEÑORA LÓPEZ.- En este momento, no tenemos una propuesta alternativa, pero podemos enviarla. 


Con respecto al derecho al secreto profesional, compartimos las consideraciones realizadas 
por los señores contadores, y en cuanto al beneficiario final, nosotros vemos que se toma el mismo 
criterio de la Ley de Transparencia Fiscal fijando hasta el 15% del capital accionario el derecho a voto. 
De alguna manera, se está fijando en un pie de igualdad que genera menos confusión para el que 
aplica el derecho. Esas eran las cuestiones más importantes. 


Se da una definición de beneficiario final que es mucho más clara para los aplicadores o 
sujetos obligados, pues refiere a la persona física que aporta los fondos para realizar una operación. 
Siempre digo que los españoles, que a mí me enseñaron mucho porque tienen muchos más años en 


esta historia, le llaman «titular real de los fondos». Cuando uno habla de beneficiario final, siempre se 
confunde pensando que es el que se beneficia con la propiedad, pero en realidad es quien aporta el 
dinero, en nuestro caso, para la compraventa de un inmueble. 


Por lo tanto, cuando la ley define al beneficiario final como la persona física que aporta los 
fondos para realizar una operación, realmente facilita la tarea de los sujetos obligados. 


SEÑORA OLANO.- Supongo que de la reglamentación surgirá cuándo se puede simplificar la debida 
diligencia, aspecto que es muy importante para nosotros. 


Hemos recorrido el país dando charlas y los escribanos siempre dicen: «Conocemos a los 
clientes de toda la vida», pero sabemos que eso no basta y que debemos demostrar el conocimiento 
que tenemos a través de documentos y de pruebas. 


Al estar la diligencia debilitada o minimizada, habría que llevar a cabo algunas precisiones a 
efectos de que el escribano quede cubierto y así evitar que, en el día de mañana, lo llamen y le digan 
que debió haber aplicado otro tipo de diligencia y no una simplificada. 


Me da la impresión de que esto fue tomado del ámbito financiero. Digo esto porque a mí me 
tocó estar en la parte financiera y sé lo que son las medidas simplificadas. Quizá no sea tan sencillo de 
explicar fuera de este ámbito. Es más, en el sector financiero se exige rapidez en el negocio, como en 
la apertura de una cuenta, y hay cosas que a nivel de auditoría se pueden dejar para más adelante o 
postergar con debido tiempo, incluso, hasta congelar la cuenta y no hacer la operativa hasta que se 
reúnan las condiciones. En nuestro caso esto no es posible; estamos en un ámbito totalmente 
diferente. 


Considero que será una buena norma en tanto y cuanto se detalle específicamente y el 
cliente esté tranquilo de que puede debilitar su diligencia. 


SEÑORA LÓPEZ.- A modo de aporte a lo manifestado por la señora Olano, en cuanto al tema de bajar 
a la diligencia a la situación de mínimo simplificada, nos referimos a aquellos clientes para los que 
trabajamos desde hace muchos años y que, tal como la propia legislación lo establece, no registran 
ningún cambio en el manejo de sus negocios ni de ellos surge señal alguna de alerta; lo natural que 
hacen es su negocio y lo desarrollan desde hace veinte años de la misma manera. Como bien dijo la 
señora Olano, creemos que ayudaría mucho que desde la propia legislación se hicieran las precisiones 
que corresponda. 


Obviamente sabemos que, ante una señal de alerta o un cambio de actitud, lo dejamos por 
escrito y, tal como lo consagra la ley, frente a ello no habría ninguna chance de hacer una diligencia 
intensificada. Ahora bien, cuando se trata de viejos clientes, en los que no se registra ningún cambio, 
parecería que hasta la diligencia sería innecesaria. 


SEÑORA OLANO.- También nos ha llamado la atención el artículo 17, cuando hablamos de estas 
medidas, específicamente en el literal C), que dice: «Sin perjuicio de lo señalado en los literales 
anteriores, los sujetos obligados mantendrán en todo caso un seguimiento continuo suficiente para 
detectar operaciones susceptibles de examen especial de conformidad (...)». Cuando hablamos de 
«detectar», para nosotros también eso es algo muy sensible porque los escribanos podemos prevenir, 
pero no tenemos esa capacidad de detectar. No disponemos de las herramientas para detectar. En 
cambio, en el sistema financiero se tienen más herramientas que en el no financiero; pero en el no 
financiero la cuestión de detectar. Incluso, en las charlas que doy lo que digo es que nosotros tenemos 
que prevenir, privar al sujeto del producto ilícito. 


También hay que tratar de que el Uruguay no entre en una lista en la rendición del 19. 
Nosotros no tenemos por qué detectar. Ahora que veo el verbo «detectar» me doy cuenta de que 
realmente me cambia la situación. Me pregunto cómo explico al gremio que también se habla de 
detectar y sujetos obligados. 


SEÑORA LÓPEZ.- Como la legislación se prevé para todos los sujetos obligados, financieros y no 
financieros, es un poco lo que decía la escribana Olano. Esta norma se está refiriendo al monitoreo 
permanente y, en realidad, eso es más para el sistema financiero, porque en el banco tengo que hacer 
un seguimiento de, pues puede aparecer una cuenta que salta, una transferencia desde un 
determinado lugar que está en una situación complicada o hay una alerta de determinada índole. Pero 
en nuestro caso ese acto se realiza en el momento en que cumplimos nuestra diligencia. Una vez 
realizado el acto, que se cumplió con el contrato, tal vez a esa persona no la veamos más; si tenemos 
suerte, capaz que dentro de cuatro o cinco años compra otro bien inmueble. En cambio, hay otros que 
sí compran más seguido. 


Se entiende claramente que lo que quiero decir es que no tenemos, como dice la escribana 
Olano, la capacidad de hacer un monitoreo permanente de la gente y de seguirla por su vida y ver qué 
va haciendo, salvo que salga un titular de prensa que diga que esta persona está investigada por 
lavado de activos o que el crimen organizado la citó. De otra manera, no podemos saber, después de 
que cumplimos la diligencia y terminamos con el acto, qué sucedió con esa persona. Ese monitoreo 
permanente para nosotros es imposible llevarlo a cabo. No tenemos una oficina de cumplimiento en 
nuestros estudios, ni debemos tenerla ni la podemos pagar. En realidad, eso es algo que debería 
situarse más y especificarse que es para el sistema financiero. Obviamente, si mañana aparece un 
titular de prensa con uno de mis clientes, yo voy a reportar igual, por más que el reporte sea posterior, 
porque es en ese momento que me entero de tal situación; cuando cumplí mi diligencia parecía que 
ese señor tenía todo muy bien y que todo estaba perfecto. Es importante señalar que ese monitoreo 
permanente para nosotros es imposible. 


SEÑORA OLANO.- En el artículo 22, cuando hablamos de exención de responsabilidades, también 
está el tema de la Unidad de Información y Análisis Financiero, en el artículo 23, que dice que por 
resolución fundada, podrá instruir a los sujetos obligados. La verdad es que, a nivel de escribanos, se 
ha dado una confusión del tema en cuanto a si se esperan o no las 72 horas, en qué casos, si se actúa 
o no. El temor que se tiene de actuar y de ser penalizado después es muy grande, más allá de que 
sabemos que hay un apercibimiento, hay diferentes formas de sanciones. Ese es el problema: poder 
instruir al sujeto. El artículo 23 dice: «(...) podrá instruir a los sujetos (...)». Quiere decir que la unidad 
puede no decir absolutamente nada. Estaría bueno que, entonces, se dijera: «La Unidad podrá 
pronunciarse o no», y saber cuándo no se va a pronunciar. Si pasan 72 horas, significa que no se va a 
pronunciar y, por lo tanto, el escribano queda absolutamente en libertad. Pero la idea es que esté 
específicamente establecido, porque es como que se infiere. Se razona de esa manera, pero aquí 
estamos para redactarlo bien, más en nuestro caso —porque es nuestra formación leer la letra tal 
cual- y en el de ustedes, por supuesto. 


SEÑORA LÓPEZ.- Es importante lo que aportaba la escribana Tortorella, en el sentido de que se fije el 
tema de la razonabilidad y el sentido común. La escribana me recordaba que cuando Carlos Díaz nos 
habló de este proyecto de ley, nos decía que se iba a buscar la aplicación del sentido común y que 
fuera posible para todos, es decir, que esto no creara una brecha entre sujetos obligados que pueden 
cumplir porque tienen una infraestructura determinada y los otros, que tendrían que dedicarse a hacer 
compraventas de autos, porque en realidad no van a poder aplicar esto. 


SEÑORA TORTORELLA.- La idea es que se nos permita cumplir con la normativa y seguir trabajando 
con tranquilidad, es decir, como decía la escribana Lydia López al principio, que no tengamos temor de 
trabajar. 


SEÑOR PINTADO..- Creo que partimos del acuerdo de que tenemos que hacer las cosas bien. Hoy al 
país no le conviene actuar de otra manera. Pudo haberlo sido en el pasado, pero hoy ya no es rentable 
—porque el mundo está en otra cosa— ingresar en caminos non sanctos de la profesión. Sin embargo, 
esto no puede significar que las consecuencias sean no previstas. 


Insisto en que es fundamental que nos envíen el texto, porque además en la exposición se 
fueron agregando elementos que habría que estudiar bien, pero que quizás no alteran el fin del 
proyecto y mejoran o dan más certezas, que es lo que siento que se está pidiendo. Entiendo que se 
está pidiendo tener certezas para poder trabajar en terreno seguro, cumplir con la ley y no dejar a otros 
la interpretación en cada caso. En ese sentido, si se puede reducir al mínimo todo lo interpretable, 


dentro del espíritu de la ley, creo que no tendríamos problema en realizar modificaciones. Pero 
necesitamos el texto concreto. Siempre es mucho mejor trabajar de esa manera. 


SEÑOR CAMY.- Quiero saludar especialmente la presencia de la delegación de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay y agradecer a las señoras escribanas que la representan por la exposición 
realizada. 


De acuerdo con lo que señala el señor senador Pintado, me parece que sería de mucha 
utilidad la sugerencia expresa que nos puedan realizar, como aporte a la comisión, sobre estos temas 
respecto a los cuales han planteado su opinión. 


Quiero también hacer una consulta. Al comienzo de la reunión los invitados se refirieron al 
relacionamiento con sus pares de otros países y a la legislación comparada o, por lo menos, a los 
propósitos que animaron al notariado de otros países en un tema que nos consta es mundial. Al 
respecto, ¿tienen información de algún país en particular o se referencian en algún tratamiento 
determinado? 


Lo consulto porque durante el estudio de distintas normas ya tratadas, con temáticas 
vinculadas al objetivo común que todos tenemos, en lo personal he tenido la sensación de que en 
Uruguay se legisló un tanto más allá de lo que la propia lógica global nos impone, en el buen sentido 
de los términos. 


Estos datos serían de utilidad, fundamentalmente porque no quiero entreverar. Hemos 
consultado también a distintas agremiaciones del interior del país —de otras profesiones que también se 
ven alcanzadas por esto- y en algunos casos mencionaron puntualmente a Canadá. 


Por lo tanto, quiero saber si han tenido o tienen vinculación con el tratamiento de estos temas 
en otro país y si sus pares les han proporcionado algún tipo de trabajo base. También sería bueno que 
nos referenciaran cuál es. Mi sensación personal, reitero —hablo de normas que acompañamos con el 
voto—, es que Uruguay -y esto habla bien de nuestro país—, en algún caso, ha tomado la definición tan 
al pie de la letra que seguramente, en el ánimo de persecución común que todos tenemos de los 
grandes objetivos que nos sirven al país y que este se ha trazado —aunque podría leerse de que habla 
bien de nuestro país-, sin quererlo capaz estamos afectando sobremanera algunos sectores de 
nuestra propia sociedad. 


SEÑORA LÓPEZ.- El único país que ganó el juicio y tiene una sentencia a favor, donde los escribanos 
dejan de ser sujetos obligados, es Canadá. Es el único país que sabemos con certeza que así sucedió. 
Incluso, creo que la Asociación de Escribanos del Uruguay tiene una copia de la sentencia que falla a 
favor de los escribanos. 


El resto de los países se han ido incorporando. Incluso, nosotros nos incorporamos antes que 
otros países. México es uno de los ejemplos donde los escribanos pasan a ser sujetos obligados 
después que nosotros, con una realidad muy diferente. 


Perú hace unos años que está y se encuentra tratando de instrumentar, ver y aplicar esto con 
las mismas dificultades que nos sucede a todos nosotros. 


Repito que Canadá es el único caso en el que tenemos certeza. La verdad es que no 
podemos hablar del resto, como corresponde. Insisto, el que sabemos con seguridad es Canadá. 


Hay distintas situaciones por la flexibilidad que se ha dado debido a lo que mencionamos al 
principio: ese soft law —la recomendación- que baja al ordenamiento jurídico de cada país según como 
cada uno lo interprete. A veces se han puesto tanta cantidad de cargas al sujeto, que luego el 
supervisor no puede con tanto. Entonces tiene que bajar el nivel de cargas el sujeto obligado para 
poder realmente supervisarlo, porque si no también es ineficaz. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido un gusto recibir a las señoras escribanas, quienes han concurrido en 
nombre de la Asociación de Escribanos del Uruguay. Sin lugar a dudas, sus aportes van a ser 
importantes para el desarrollo de nuestro trabajo. No obstante ello, seguramente otros colectivos 
seguirán proveyéndonos de su opinión acerca de este proyecto de ley, y si fuera necesario, volveremos 
a hacerles alguna otra consulta. 


Obviamente, recién estamos comenzando a analizar este proyecto de ley, aunque —como los 
señores senadores saben-— el Poder Ejecutivo tiene idea de que su tratamiento finalice en el correr de 
este año, y en la Cámara de Senadores disponemos de un tiempo limitado hasta que ingrese el 
proyecto de ley de rendición de cuentas, otra iniciativa muy importante cuyo estudio requiere mucho 
tiempo. Por tanto, quizás a mitad de año —cerca de julio o agosto— estaremos finiquitando el trabajo en 
sala de este proyecto de ley, por lo cual todavía queda un tiempo para hacer los aportes que sean 
necesarios. 


Quiero aclarar que todos los miembros de la comisión hacen suya la solicitud del señor 
senador Pintado de que nos envíen un borrador de la redacción de ese eventual artículo, porque es de 
interés que todos los actores tengan las garantías del caso a los efectos de poder desarrollar un trabajo 
afinado, puesto que se trata de un proyecto de ley sumamente delicado. En los 78 artículos que 
contiene puede apreciarse —-seguramente ustedes lo han advertido desde el comienzo-— que es un tema 
en el cual se sienten afectados, pero también comprende situaciones que se dan a nivel internacional. 


Creo que han sido muy cautelosas en los avances que han hecho sobre distintos aspectos de 
esta iniciativa, y se lo agradecemos mucho porque eso constituye un aporte invalorable para esta 
comisión. 


Les agradecemos nuevamente su presencia. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 16:47). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


